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PROYECTOS
N° 14.675

LEY P.~-'t L .; ,"H iIOC L-\CIÓN DE CONVENCIONES COLECTIVAS
El SECTQR Pl S LlCO y DE ADICiÓN DE UN INCISO 5)

AL ARTICl.l... 112 DE LA LEY GEN ERAL DE LA
.-\D.\ II:" IST RACIÓN PÚBLICA

Asamblea Legíslatfva:

Ta:n1O la Le' Gc:neral de la Administración PÚblica como la
j=' , l:l:!dencia de b. ~ Constitucional, reconocen la existencia de
's«,iL~es que no ejercen gestión pública dentro de la Administración

, . ~ le mismo que admiten la aplicación del derecho común para los
m,,'::<:IUlJl:>•• obreros y nabajadores de las empresas y de los servicios

<XOl.....~,:-~· ' os del Estado; odo lo cual permite la existencia y apl icación de
, , . _·~.¿n de empleo de naruraleza laboral para tales servidores, dentro
d¿ Io ~' es posible la negoc iación de convenciones colectivas de trabajo.

.-\ su vez, la Saja Constitucional ha reiterado que la negociación de
('(,-,:-,,- _ . nes colectivas 'en el sector público, en el que resulta
e ~ -s-" . ional dicho inst rumento jurídico, debe respetar las leyes,
I'e'", '''''''''''-;:05 o directrice-s' gubernamentales vigentes; y que no se pueden

~.z; . r leyes que regulan competencias de los entes públicos, atribuidas
el) 1<: ' . de la jerarquía normativa o de las especiales relaciones de la
Ad . - ción Pública con sus servidores.

.c\. partir de la jurisprudencia de la Sala Constitucional sobre la
_ - ion de convenciones colectivas en el sector público, se hizo

flé'C~_7" -' y perentorio buscar una solución concertada y limitada de los
con . 15 en el régimen de empleo de naturaleza pública. Igualmente, con
<' 1 • sito de lograr equilibrio entre las normas y principios
ca . les que rigen la materia, fue también preciso establecer reglas
¡>' ' . ' de negociación de convenciones colectivas en el sector público,
'lIIII"_-1:1. !O:"'Z:'lizarán por una parte los derechos de los servidores púb!icos y
¡;:;;r .,,i las potestades públicas, la eficiencia y la continuidad de los
5e 1'\ . " públicos y el bloque de legalidad que priva en el actuar de la
.-\ • -_. ac i ón Pública.

8: por lo anterior que. mientras se promulgaba la normativa legal y
hes ..:;, itucional tendiente a regular la materia de las relaciones
e - . ' de servicio en el sector público, el Poder Ejecutivo emitió el
Decres "," 29576-MTSS. de 3\ de mayo del año 2001; el cual vino a
reg eruar la operación de un régimen provisional de solución de
e . y de negociación colectiva de los servidores que no ejercen
_ .~ . , ooblica de la administración.
- Smembargo, la jurisprudencia constitucional ha tenido una
int ' ei ón excesivamente restrictiva. Es en este marco y ante las
coassam es denuncias recibidas, que la Organización Internacional del
Traba.' ha enviado recientemente una misión de asistencia técnica a
nue-s:tro paí s, en procura de identificar adecuadamente la problemática y
col rer en la búsqueda de la solución.

La misión en su informe final de 20 de noviembre de 200 I señala
que: - la misión ha constatado que la interpretación de los últimos
pron iamientos de la Sala Constitucional sobre el alcance del derecho
de neg c jaci ón colectiva en el sector público diverge entre los magistrados
de la Corte Suprema de Justicia, quienes según los casos apoyan su
argumearación directamente en la Constitución, en votos anteriores de la
Corre Suprema, en la Ley General de la Administración PÚblica o en varios
de estos fÜ , OS a la vez. (...) La misión destaca la confusión, incertidumbre
e incluso inseguridad jurídica existente en cuanto al alcance del derecho de
negoci a-ción colectiva en el sector público desde el punto de vista de los
empleados y funcionarios (...) En estas condiciones, la misión estimó que
era muy probable que estos pronunciamientos de la Sala Constitucional
hayan situado a Costa Rica en una situación de infracción del Convenio N°
98 en lo que respecta al derecho de negociación colectiva en el sector
público. ya que sólo permite excluir de su campo de aplicación a los
funcionarios públicos en la administración del Estado (artículo 6°). La
misión señala estos problemas a la Comisión de Expertos ."

Evidentemente la inseguridad jurídica reinante ha dificultado
enormemente la interpretación constitucional y legal, pero además ha
producido una restricción excesiva del derecho a la negociación colectiva
en el sector público.

Ahora bien, para generar un marco jurídico absolutamente claro que
brinde seguridad jurídica, es imprescindible promulgar una normativa
moderna y coherente con los convenías de la Organización Internacional
del Trabajo ratificados por Costa Rica. En ese sentído, la reforma debe
dejar claro cuáles funcionarios públicos de la Administración Pública, sea
esta central, descentralizada, municipal, o incluso en las empresas públicas
y servicios económicos del Estado, tienen vedada la negociación de
convenciones colectivas de trabajo y cuáles empleados públicos pueden
utilizar estos instrumentos por medio de sus organizaciones sindicales.

En ese sentido, el presente proyecto de ley sigue el criterio definido
por la misma OIT, que al efecto ha indicado: "Funcionarios y Empleados
PÚblicos"

El Convenio N° 98 en particular su artículo 4°, relativo al estímulo
y fomento de la negociación colectiva, se aplica tanto en el sector privado
como en las empresas nacionalizadas y los organismos públicos; sólo es
posible excluir de su aplicación a los funcionarios públicos.

Esa excepción relativa a los funcionarios públicos en la
administración del Estado, establecida en virtud del artículo 6° del
Convenio, tiene limitada aplicación. Como ya se ha visto en el capítulo 8,
los gobiernos sólo pueden utilizarla para no aplicar las garantías
enunciadas en el Convenio a aquellas personas empleadas por el Estado
que actúan como órganos del poder público. No cabe excluir en virtud de
ese criterio a ningún otro trabajador empleado en el sector público o
contratado por el Estado, incluso cuando tales personas tengan un estatuto
idéntico al de los funcionarios públicos empleados con diversas
atribuciones en los ministerios y en organismos semejantes, que pueden
ser excluidos, y la situación de las demás personas empleadas por los
gobiernos, por empresas públicas o por instituciones públicas autónomas,
que no pueden ser privadas de la protección dispuesta por el Convenio."
Oficina Internacional del Trabajo, La Libertad Sindical. Manual de
Educación Obrera, segunda edición revisada, 1988, Ginebra, págs. 93-94.

Finalmente, a fin de garantizar el derecho de negociación de
convenciones colectivas en el sector público, dentro de los límites
establecidos por la jurisprudencia de la Sala Constitucional, es preciso
agregar un inciso 5) al artículo ¡ 12 de la Ley General de la Administración
Pública y que el contenido de la normativa reglamentaria supra citada sea
contenida en una ley específica.

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, DECRETA:

LEY PARA LA NEGOCIACiÓN DE CONVENCIONES COLECTIVAS
EN EL SECTqR PÚBLICO Y DE ADICIÓN DE UN INCISO 5)

AL ARTICULO 112 DE LA LEY GENERAL DE LA
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

Artículo l°-Establécese la Ley para la negociación de
convenciones colectivas en el sector público, cuyo contenido será el
siguiente:

"LEY PARA LA NEGOCIACIÓN DE CONVENCIONES
COLECTIVAS EN EL SECTOR PÚBLICO

CAPíTULO I

Ámbito subjetivo de aplicación

Artículo 1°-Con las excepciones que se dirá, esta Ley será
aplicada a todo el personal de:

a) Empresas públicas del Estado o pertenecientes a alguna de sus
instituciones;

b) Instituciones del Estado que por su régimen de conjunto y por
los requerimientos de su giro puedan estimarse como empresas
industriales o mercantiles comunes, independientemente de que
se presten servicios económicos en régimen de monopolio o en
régimen de competencia.

Igualmente, se podrá aplicar esta Ley a los obreros, trabajadores
y empleados del resto de la Administración PÚblica, salvo a los que
ejercen gestión pública administrativa, conforme con la
determinación que de estos se establece en los incisos a), b) y d) del
artículo siguiente.
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Articulo 2°:-Quedan excluidos de la aplicación de esta Ley, en
forma automática: .

a) Los ministros, viceministros, oficiales mayores, el Procurador
General y Procurador General Adjunto, el Contralor General y
Subcontralor General y el Defensor y Defensor Adjunto de los
Habitantes de la República.

b) El personal de las empresas o instituciones a las que se refiere el
artículo anterior, cuando se trate de quienes ocupen Jos cargos de
miembros de juntas directivas, presidentes ejecutivos, directores
ejecutivos, gerentes, subgerentes, auditores, subauditores o
jerarcas de las dependencias internas encargadas de la gestión de
ingresos o egresos públicos. Así mismo, los funcionarios de
asesoría y fiscalización legal superior que participen
directamente en la negociación colectiva.

e) El personal de cualquiera de las administraciones mencionadas
en el artículo anterior, cuando ya se encontraren cobijados por
un laudo arbitral o por otra convención colectiva, sin perjuicio
de poder negociar conforme a las normas aquí establecidas, una
vez que concluya el plazo de vigencia de esos instrumentos
colectivos, si no se prorrogaren conforme a la ley o a sus propias
disposiciones.

d) El personal indicado en los artículos 3°, 4° Y Sodel Estatuto del
Servicio Civil, con la salvedad de los trabajadores interinos, los
maestros de enseñanza primaria aspirantes y los profesores de
segunda enseñanza interinos o aspirantes y los pagados por
servicios o fondos especiales contemplados en la relación de
puestos de la Ley de Presupuesto contratados por obra
determinada, quienes sí podrán derivar derechos de las
convenciones colectivas a que se refiere esta Ley en la medida
que resulten compatibles con su condición.

CAPÍTULO II

Materias objeto de negociación
Artículo 3°-Será objeto de negociación en su ámbito

respectivo, las siguientes materias:

a) Derechos y garantías sindicales tanto para los dirigentes de las
organizaciones como para los mismos sindicatos en cuanto
personas jurídicas de duración indefinida. Estos derechos y
garantías, comprenden los de reunión, facilidades para el uso de
locales, permisos para dirigentes con y sin goce de salario,
facilidades para la divulgación de actividades, lo mismo que
cualquier otra contenida en la Recomendación N° 143 de la
O.I.T. o en las recomendaciones puntuales del Comité de
Libertad Sindical de esta última organización.
Es entendido que la aplicación de las garantías, aquí
mencionadas no deberá alterar en forma ¡?;rave o imprudente, el
funcionamiento eficiente ni la continuidad de los servicios
esenciales de cada institución o dependencia.

b) Todo lo relacionado con la aplicación, interpretación y
reglamentacíón de la misma convención colectiva.

c) La aplicación de sanciones disciplinarias, siempre y cuando no
se haga renuncia expresa ni tácita de las facultades legales o
reglamentarias otorgadas en esta materia a los jerarcas de cada
institución o dependencia.

d) La fiscalización de la administración de los regímenes de
ingreso, promoción y carrera profesional, sin perjuicio de lo que
establezcan las normas legales y reglamentarias que existan en
cada institución o dependencia, las cuales serán de acatamiento
obligatorio.

e) La elaboración interna de manuales descriptivos de puestos y la
aplicación de procedimientos internos para la asignación,
reasignación, recalificación y reestructuración de puestos,
dentro de los límites que establezcan las directrices generales de
la Autoridad Presupuestaria, las normas del Estatuto de Servicio
Civil y su Reglamento u otras normas estatutarias. Es entendido
que cualquier acuerdo tomado en este campo, que no
contravenga expresamente lo dispuesto por las directrices
generales de la mencionada Autoridad o las disposiciones de
dicha normativa, no podrá ser en ningún caso objetada por la
indicada Autoridad.

f) Las medidas de seguridad e higiene y de salud ocupacional así
como medidas precautorias en caso de desastres naturales. 'Las
organizaciones sindicales y los jerarcas de cada institución o
dependencia podrán crear organismos bipartitos y paritarios para
efectos de determinar las necesidades de estas últimas y de sus
trabajadores en el campo de la seguridad y la salud ocupacional.

g) Procedimientos y políticas de asignación de becas y estímulos
laborales.

h) Establecimiento de incentivos salariales a la productividad.
siempre y cuando se acuerden en el marco de las políticas que
las juntas directivas de cada entidad o el mismo Poder EjecutIvo
hayan diseñado de previo en cuanto a sus objetivos generales y
límites de gasto público.

i) Lo relacionado con la asignación, cálculo y pago de todo tipo de
pluses salariales, tales como dedicación exclusiva,
disponibilidad, desplazamiento, zonajes, peligrosidad, etc.,
siempre y cuando las negociaciones respeten el marco general de
las leyes, los reglamentos emitidos por el Poder Ejecutivo y las
directrices generales de la Autoridad Presupuestaria en estas
materias.

j) 1:a creación y funcionamiento de órganos bipartitos y paritarios,
siempre y cuando no se delegue en ninguno de ellos
competencias de derecho público correspondientes a los jerarcas
de cada institución, definidas por ley o reglamento

k) Derecho de los trabajadores y de sus organizaciones a contar con
una información oportuna y veraz de los proyectos o decisiones
de los órganos colegiados y gerencias de cada institución o
dependencia, cuando los afecten directamente o puedan
representar un interés público.

1) Derecho de las organizaciones de los trabajadores y de sus
dirigentes, de ser atendidos y respondidas sus solicitudes, en el
menor tiempo posible, por parte de los jerarcas de cada
institución o dependencia, con la única excepción de solicitudes
que fueren abiertamente impertinentes o innecesarias.·

m) Otras materias, beneficios o incentivos suplementarios que IW
excedan el ámbito de competencia del órgano administrativo q~
suscribiese la convención colectiva.

Artículo 4°-Es entendido que, cuando se trate de erogaciones
que afecten el Presupuesto Nacional o el de una institución o
empresa en particular, toda convención colectiva queda sujeta no
solo a las restncciones que establece esta Ley sino también al
acatamiento de las normas constitucionales en materia de
aprobación de presupuestos públicos, las que en caso de haber sido
irrespetadas implicarán la nulidad absoluta de lo negociado.

CAPÍTULO IlJ

Legitimación para negociar
Artículo SO-Se encuentran legitimados para negociar y

suscribir convenciones colectivas, conforme a esta reglamentación,
los sindicatos que demuestren tener la mayor cantidad de afiliados
en cada institución, empresa o dependencia de que se trate, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo S6 del Código de
Trabajo.

Si no hubiera acuerdo entre ellos, para negociar en forma
conjunta, la convención colectiva se celebrará con el sindicato que
tenga la mayor cantidad de afiliados.

No obstant~, en el caso de los sindicatos gremiales o de~ io,
cuando no hubiere acuerdo de parte de los mismos para neg~en
conjunto con otras organizaciones, cada uno podrá solicitar que se
celebre una negociación independiente con él, encuyo caso la
convención colectiva solamente podrá cubrir a las personas de ese
gremio u oficio.

Artículo 6°-Las empresas, instituciones o dependencias del
Estado que se dispongan a negociar y suscribir una convención
colectiva, deberán acreditar U!1l'. delegación del más alto nivel
escogida por el jerarca de cada una. A tal efecto, las empresas:
instituciones y dependencias podrán incluso, si lo consideraran
necesario, contratar personal profesional externo para integrar o
asesorar a las delegaciones de que aquí se habla.

No podrá formar parte de esa delegación ninguna persona que
fuere a recibir actual o potencialmente algún beneficio de la
convención colectiva que se firme.

Artículo 7°-En caso de conflicto en la determinación de la
organización u organizaciones sindicales legitimadas para negociar
y suscribir una convención colectiva, el jerarca de la institución, o
cualquiera de las organizaciones sindicales involucradas, podrá
solicitar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social hacer la
designación correspondiente, con arreglo a lo dispuesto por el
artículo 56 del Código de Trabajo y esta Ley.

CAPÍTULO IV

Procedimiento negociaI ~ ~

Artículo 8°-Una vez determinada en firme la legitimación
organización u organizaciones sindicales legitimadas para neg~CTcti
y presentado formalmente ante cada institución o dependencia un
proyecto de convención colectiva, se procederá a la escogencia y
apoderamiento de la comisión que representará a la parte patronal,
a que se refiere el artículo 6 anterior, El plazo para hacer dicha
designación no.podrá extenderse más allá de quince días naturales,
contados a partir de que quedaren cumplidos los requisitos a que se
refiere este artículo.

Por su parte, los sindicatos deberán acreditar, dentro del mismo
plazo, a las personas que los representarán, no pudiendo su número
ser superior al conjunto de la delegación patronal; salvo que se
tratare de varias organizaciones sindicales, caso en el cual cada
sindicato se hará representar por un máximo de tres personas y un
asesor.

Cuando existan varias organizaciones sindicales en la mesa de
negociación y cada una de ellas hubiere remitido su propio proyecto
de convención colectiva, se les solicitará elaborar un proyecto
unitario previo ~ la negociación. ,~i en un plazo de un mes natural,
contado a partir de la prevención que le hará el jerarca de la
respectiva institución o empresa, no hubiesen cumplido con el
requisito aquí establecido, se negociará con el sindicato
mayoritario, sin perjuicio de las negociaciones particulares con los
sindicatos gremiales.

Es entendido que cualesquiera de las partes que intervengan en
la negociación, o ambas en su conjunto, podrán solicitar la
intervención como buen componedor de uno o varios funcionarios
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, sin que la solicitud
que se haga a dicho Ministerio sea obligatoria para éste cuando
carezca de recursos suficientes para atender la negociación.

Artículo 9°--La negociación abarcará todos los aspectos y
extremos del proyecto que se haya formulado a la administración,
debien?o levantarse un acta de cada sesión de .rabajo, la cual
firmaran los representantes de ambas partes.
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JIIIIíaIIo IO.-Además de las adas iIxfu.iduaIes de cadasesión,
..cid procesonegociador" se levantaráun acta de cierre, donde

:E Z á el texto completo de las cláusulas que fueron negociadas
tiIIIIk se indicará cuáles cláusulas del proyecto fueron desechadas

- - I*fieruo negociarse por falta de acuerdo acerca de ellas.
.l\rticuIo ll.-Lo aprobado en forma definitiva por la mesa

L W"pdura será válido entre las partes y tendrá una vigencia de uno
a IRS años, según lo determinen las partes. Copia de lo negociado
al firme, se enviará a la Dirección General de Asuntos Laborales del
~finislerio de Trabajo, para su registro y custodia. Las partes podrán
3lCiiaIar la vigencia de cada norma en forma individual, o de la
aJID:eoción colectiva en forma integral.

CAPÍTULO V

De la comisión de políticas para la negociación de
convenciones colectivas en el sector público

Artículo 12.-Créase la Comisión de políticas para la
negociación de convenciones colectivas en el sector público, que
estará integrada por:

a) El Ministro de Trabajo y Seguridad Social o el Viceministro del
ramo, quien la presidirá.

b) El Ministro de Hacienda o el Viceministro.
e) El Procurador General de la República o el Procurador General

Adjunto.
d) El Director General del Servicio Civil o quien lo sustituya

temporalmente en el cargo.
e) Un representante de nivel jerárquico de la entidad que va a

negociar la convención colectiva.

Artículo 13.-Son atribuciones de la Comisión.

a) Recibir la solicitud de negociación junto con el proyecto de
convención colectiva, una opinión del ente interesado sobre su

_ contenido y alcances, así como el nombramiento del
epresentante jerárquico correspondiente que se integrará a la

~Comisión. Para su envío a la Comisión, la institución patronal
interesada dispondrá de un mes, prorrogable por acuerdo de
partes a dos meses, contados a partir del recibo de la solicitud de
negociación.

b) Definir las políticas de negociación para el caso concreto,
tomando en cuenta las posibilidades legales y presupuestarias. A
este fin emitirá las instrucciones pertinentes a los negociadores
que nombre el ente interesado, por medio del representante
jerárquico integrante de la Comisión; todo dentro del plazo de
dos meses a partir del recibo por parte de la Comisión, de la
documentación de que habla el inciso anterior. _

e) Mantener el contacto necesario con la delegación patronal
negociadora durante las negociaciones, para garantizar las
decisiones que se requieran para la continuidad y finalización del
proceso conforme a derecho.

La Comisión contará con la asesoría juridica de la Procuraduría
General de la República y el concurso de los demás órganos
técnicos de la Administración Pública que requiera para el mejor
cumplimiento de sus fines.

En todo lo relacionado con su funcionamiento, la Comisión se
regirá por las disposiciones de los artículos 49 a 57 de la Ley
General de la Administración Pública. Sus integrantes devengarán
dietas en las mismas condiciones establecidas en la Ley N° 7558, de
3 de noviembre de 1995, y su monto será fijado por decreto.

Artículo 14.-EI incumplimiento de los plazos establecidos en el
-.f/I;m·cuIo 13 anterior, producirá los siguientes efectos:

'="a) Cuando quien incumpliere sea la institución patronal interesada
(inciso a), la organización sindical correspondiente quedará
facultada para elevar a la Comisión la solicitud de negociación y
el respectivo pliego de peticiones, sin perjuicio de las
responsabilidades disciplinarias y civiles aplicables por dicho
mcumplimiento. En este caso, la Comisión tendrá la potestad de
requerir y la entidad patronal la obligación de enviar dentro del
término de ocho días, so pena de incurrir en falta grave, la citada
documentación.

b) Cuando fuere la Comisión (inciso b) se producirá, en forma
automática y sin necesidad de resolución administrativa, la
pérdida de competencia de la Comisión, y la entidad patronal
podrá seguir de inmediato con el proceso de negociación,
respetando el ordenamiento jurídico y las directrices que sean
aplicables. En tal caso, la conclusión de la negociación no
requerirá la definición de políticas de negociación para el caso
ooncreto y la convención colectiva resultante será válida y
eficaz.

CAPÍTULO VI

Efectos de la convención colectiva

Artículo IS.-Las convenciones colectivas que se negocien y se
firmen conforme a lo dispuesto por esta Ley, tendrán los efectos que
señala el artículo 62 de la Constitución Política y los artículos 54 y
55 del Código de Trabajo, No obstante, tratándose de normas que
por SU naturaleza o su afectación del principio de legalidad
presupuestario requieran de aprobación legislativa o reglamentaria,
su eficacia quedará condicionada a su inclusión en la Ley de
Presupuesto o en los reglamentos respectivos, lo mismo que a la
aprobación por parte de la Contraloria General de la República,
cuando afecte los presupuestos de las instituciones cuyos
presupuestos ordinarios y extraordinarios o modificaciones
presupuestarias, requieran aprobación de esta última entidad.

Artículo 16.----eoofonne con lo dispuesto en el artículo anterior
y sin perjuicio de las reservas específicas queallí se formulan, las
normas de una convención colectiva serán de acatamiento
obligatorio para las partes que la suscriban, pudiendo exigirse
judicialmente su cumplimiento; o, en su caso, el pago de las
indemnizaciones de daños y perjuicios por su incumplimiento, tanto
a favor de los trabajadores afectados como de las organizaciones
sindicales perjudicadas, según se trate.

Artículo 17.-Lo dispuesto en una convención colectiva firmada
conforme a las normas de esta Ley solamente podrá ser anulado por
medio de las autoridades judiciales del país.

CAPÍTULO VII

Disposiciones finales

Artículo I8.-No será aplicable lo dispuesto en el capítulo V
(De la Comisión de políticas para la negociación de convenciones
colectivas en el sector público), ni las directrices del Poder
Ejecutivo yde la Autoridad Presupuestaria contempladas en los
incisos e) e i) del artículo 3, a las municipalidades y a las
universidades, por la naturaleza de la autonomía de estas entidades
y por tener estas órganos propios para tales efectos conforme a sus
respectivas autonomías.

Artículo 19.-En caso de duda en la interpretación de esta Ley,
se aplicará lo dispuesto por la Ley General de la Administración
Pública, salvo en cuanto al procedimiento negocial y a los efectos
propios de las convenciones colectivas, casos en los cuales se
aplicarán en primer término las normas del Código de Trabajo y
subsidiariamente las fuentes de derecho público que contiene la Ley
General antes mencionada.

Artículo 20.-Esta Ley deroga y deja sin ningún efecto el
Decreto N° 29576-MTSS, de 31 de mayo del año 2001, excepto en
cuanto a la derogatoria de las directrices del Acuerdo de Consejo de
Gobierno N° 4 de 22 de octubre de 1986 y del Reglamento de
Negociación Colectiva de los Servidores Públicos, aprobado por el
Consejo de Gobierno el 9 de octubre de 1992 y publicado en La
Gaceta del viernes 5 de marzo de 1993, la cual se confirma."

Artículo 2°-Se adiciona un inciso 5) al artículo 112 de la Ley
General de la Administración Pública, N° 6227, de 2 de mayo de 1978; el
cual dirá así:

"Artículo 112.­

(...)
5) Tienen derecho a negociar convenciones colectivas de trabajo,

conforme a lo dispuesto en el artículo 62 de la Constitución
Política, tanto en las empresas públicas y servicios económicos
del Estado como en el resto de la Administración Pública, todos
los empleados públicos que no participen de la gestión pública
administrativa, conforme a la determinación que de éstos haga la
ley especial que se promulgue al efecto."

Rige a partir de su publicación.

MIGUEL ÁNGEL RODRÍGUEZ ECHEVERRÍA.-EI Ministro de
Trabajo y Seguridad Social, Bernardo Benavides Benavides.

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión
Permanente de Asuntos Sociales.

San José, 6 de mayo del 2001.-1 vez.---e-1369 10.---(49166).

N° 14.786

CONVENIO SOBRE TRASLADO DE PERSONAS CONDENADAS
ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA

REPÚBLICA DEL PERÚ

Asamblea Legislativa:

Una de las grandes tradiciones políticas y diplomáticas de Costa
Rica ha sido la promoción y el respeto de los derechos humanos. Su
política exterior se sustenta en los principios y valores que rigen la
convivencia interna de sus ciudadanos, tales como la paz, la solución
pacífica de las controversias mediante la utilización de los mecanismos de
Derecho, la democracia, el respeto a las libertades y los derechos humanos,
el desarme y el compromiso con el desarrollo y el bienestar de las grandes
mayorías.

La vigencia de los derechos y libertades fundamentales de las
mujeres y hombres ha sido una condición fundamental en la vida política
del país. La historia costarricense es rica en normas y acciones
institucionales para garantizar a todos los habitantes de este país el disfrute
de sus elementales derechos,

Los convenios sobre traslado de personas condenadas constituyen
un ejemplo de nuestra tradición, pues propician una reinserción de estas
personas a la sociedad más efectiva, ya que mediante el acercamiento a su
familia y contando con la posibilidad de vivir conforme a las costumbres
de su país, la rehabilitación social se vuelve más real.

Bajo esta perspectiva, la República de Costa Rica y la República del
Perú suscribieron este Convenio sobre traslado de personas condenadas,
considerando la importancia de establecer un mecanismo adecuado para
fomentar la colaboración mutua en materia penal y animados por el deseo
de fortalecer los lazos de cooperación en esta área. .

El instrumento jurídico en mención consiste en el delineamiento de
la normativa a la cual Costa Rica y el Perú, a partir de la aprobacion
constitucional, acudirán para efecto de mejorar la atención de las personas
condenadas nacionales de cada Parte.
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